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Decisión: Modifica  Fallo
ASUNTO A TRATAR
Procede la Sala Séptima Dual de Decisión
de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, a resolver la impugnación presentada contra la sentencia de primera instancia proferida el  1° de febrero de 2012 por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Meta, por  medio de la cual DECLARÓ IMPROCEDENTE el amparo incoado por FLOR AMALIA RODRÍGUEZ BALLESTEROS contra el Departamento Administrativo para la Prosperidad Social.
ANTECEDENTES

Derechos que se invocan como vulnerados

Se invocó el amparo a los derechos constitucionales fundamentales que le asisten en calidad de madre cabeza de familia, el mínimo vital, dignidad humana, el derecho de beneficio y los derechos de los menores.   
Hechos
La señora FLOR AMALIA RODRIGUEZ BALLESTEROS, mediante escrito de fecha 19 de Enero de 2012.
, actuando en nombre propio y en representación de sus descendientes (hijo y nietos), mediante el mecanismo constitucional de la Acción de Tutela solicita del DEPARTAMENTO PARA LA PROPERIDAD SOCIAL “DPS”,dado que ostenta la condición de desplazada por la violencia con su núcleo familiar, la entrega de dos (2) auxilios, los cuales  fueron devueltos a la ciudad de Bogotá, debido a que no los retiró en tiempo, al no habérsele comunicado la posibilidad de acercarse al banco a retirar dicho dinero.

Pretensiones 

La accionante solicita, que el Señor Juez  de Tutela ordene una prórroga y como consecuencia de la misma se le envíen nuevamente esos dos auxilios y procedan a entregarle dichos dineros, teniendo en cuenta, además, que durante los últimos cinco (5) años no le han dado dicha ayuda económica.
ACTUACIÓN PROCESAL
Por auto del 19 de enero de 2012, el Consejo Seccional de la Judicatura del Meta, admitió la acción de tutela que nos ocupa, ordenando comunicar de ello a las partes para lo de su cargo. 

Mediante Oficio
 recibido el día 24 de Enero de 2012 la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas da respuesta a la Tutela interpuesta por la señora FLOR AMALIA RODRIGUEZ BALLESTEROS.

El 1° de febrero del corriente, la Sala de conocimiento con ponencia del Doctor Christian Eduardo Pinzón Ortiz, profirió fallo de tutela mediante el cual Declaró Improcedente el amparo impetrado.

Con oficio
 recibido el día 02 de Febrero de 2012 en el Consejo Seccional de la Judicatura del Meta - Sala Jurisdiccional Disciplinaria, la accionante interpone  recurso de impugnación contra la decisión del 01 de Febrero de 2012, en la cual se declaraba la improcedencia de la acción de tutela.
Concedida la impugnación del fallo de tutela, el 7 de febrero del presente, se dispuso remitir el expediente ante la Sala Jurisdiccional Disciplinaria de esta Colegiatura para lo pertinente.

Intervención de las autoridades accionadas

Mediante Oficio
 recibido el día 24 de Enero de 2012, la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas da respuesta a la Tutela interpuesta por la señora FLOR AMALIA RODRÍGUEZ BALLESTEROS, manifestando que la acción es improcedente, ya que la Entidad no ha violado Derecho Fundamental alguno y mucho menos el de Petición, dado que la Accionante nunca presentó solicitud a dicha entidad.

Sustenta dicha respuesta argumentando que la Accionante y su núcleo familiar hacen parte del registro único de víctimas. Para tal fin, inserta dentro del escrito “pantallazo” donde se determina el Nombre, los Apellidos, Tipo de Documento, Número de Documento, Parentesco, Valoración, Fecha de la Valoración, Estado Activo y Estado Declarante, tanto de la Accionante como del núcleo familiar. 

De igual forma aporta en su respuesta, información tendiente a demostrar que a la mencionada Accionante se le han entregado una serie de Beneficios consistentes en: bonos para alimentos y aseo, auxilio para pago de arriendo mensual, apoyo económico, cocina y vajilla, entre otros beneficios.

Con respecto al apoyo económico, la Unidad para la Atención y Reparación Integral de las Víctimas, manifiesta que a la señora FLOR AMALIA RODRÍGUEZ BALLESTEROS se le han devuelto recientemente a la ciudad de Bogotá, por no cobro, dos giros cada uno por valor de $ 915.000.oo de fechas 22/12/09 y 11/11/2001 respectivamente.

Explica en su respuesta, la Unidad para la Atención y Reparación Integral de las Víctimas, cuales son los mecanismos con que cuenta la Accionante para enterarse de la posibilidad de retirar del Banco los dineros correspondiente a dicho auxilio asignado, entre otros, realizando la consulta directamente al Banco, mediante edicto que se fija en la Unidad de Atención y Orientación (UAO) de su jurisdicción, por medio de los enlaces municipales o distritales de las oficinas de gestión social o por call center si estos tienen la información y autorización para tal fin. 
Pruebas recaudadas

La documentación allegada por el accionante con el escrito de tutela.

Sentencia de primera instancia

El 1° de febrero de 2012
, el a quo resolvió DECLARAR IMPROCEDENTE la acción constitucional, previo análisis del precedente jurisprudencial de la Corte Constitucional, respecto a la improcedencia de la acción de tutela, coligiendo que no se debían proteger los derechos invocados; toda vez que:“En vista de que la accionante, en el escrito de tutela enuncia como derechos fundamentales vulnerados, el de la dignidad humana y los derechos de los menores, no es posible reclamarlos en ejercicio de la acción de tutela, como quiera que, dado su carácter no corresponde a un derecho fundamental conforme a la constitución política de Colombia, pues no se tratarse de una controversia de naturaleza legal; razón por la cual, la acción de tutela en este caso es improcedente.”
Así mismo expuso:“…en el caso objeto de revisión, la tutela es improcedente si se tiene en cuenta que los hechos expuestos por la accionante no se adecua al enlistado de los Derechos Fundamentales contenidos en la Constitución Nacional, además advierte la instancia que, la accionante constitucional cuenta con otros mecanismos de defensa judicial y no se encuentra ante la inminencia de un perjuicio irremediable que amerite la protección en sede de tutela.”.

Frente a la notificación por edicto de los desembolsos hechos a la accionante, el a quo señaló: “….en vista de la situación fáctica, la acción de tutela no procede; solo podría acudir a ella en el evento en que el mecanismo ordinario de defensa de sus derechos no le proporcione un amparo eficaz, esto es, que primero hubiere manifestado la indebida notificación del desembolso de las prórrogas ante la entidad, dado que las prórrogas fueron desembolsadas con fechas 03/12/2009 y 12/10/2011, la interesada debió estar pendiente de la entrega efectiva de estas, situación, que no ocurrió, conducta que nos vislumbra un desinterés……no obra elemento de prueba que demuestre el reclamo ante el Departamento Administrativo para la Administración Social “DPS”, que acredite la afectación a la debida notificación de los desembolsos, lo cual presuntamente está siendo objeto por la accionante ; por el contrario enuncia la entidad accionada en la contestación, haber efectuado la respectiva notificación por edicto, sin aportar soporte que asevere lo expresado.”.

Impugnación del fallo 

La señora FLOR AMALIA RODRÍGUEZ BALLESTEROS en su calidad de accionante IMPUGNÓ el fallo de primera instancia
, por considerar que se han vulnerado sus Derechos Fundamentales: al Debido Proceso, la Igualdad, a la Vida Digna y al Mínimo Vital, todos ellos atendiendo su calidad de desplazada.

Frente al Mínimo Vital, advierte la impugnante, le ha sido vulnerado al negársele el reembolso de dos mesadas por valor de $ 915.000.oo, cada una de fechas 03/12/2009 y 12/10/2011 respectivamente, situación que le ha creado, no sólo a ella sino a sus nietos impúberes, un grave perjuicio.

Hace una relación, de lo manifestado por la Corte Constitucional, frente a lo que se debe entender por Mínimo Vital y como a través del mismo se ampara el Derecho a una vida en condiciones dignas; lo cual implica satisfacer unas necesidades básicas en alimentación, vestuario, salud, educación, vivienda y recreación, entre otros.

Argumenta que esos mínimos vitales ya descritos, le han sido vulnerados al  no habérsele hecho efectivo el desembolso de los dineros asignados, explica el motivo por el cual no pudo hacer la reclamación oportuna de dichos dineros, el cual se circunscribe al hecho de haber tenido, con el fin de conseguir el sustento para ella y sus nietos, que salir de la ciudad y emplearse en fincas y lugares apartados.

Considera, gravoso y humillante tener que recurrir a esta acción frente a una obligación del Estado, deber atendible por el Estado sólo una vez un Juez de tutela así lo ordene.

CONSIDERACIONES

Competencia

Conforme a lo dispuesto en el artículo 86 y 116 de la Constitución Política, 31 y 32 del Decreto 2591 de 1991, 42 de la ley 1474 de 2011 y el Acuerdo N° 075 del 28 de julio de 2011, la Sala Dual Séptima de Decisión de esta Corporación, en virtud del principio de jerarquía funcional es competente para conocer y resolver la impugnación dentro del radicado de la referencia.
Entrará la Sala a determinar, en primer lugar,  si le asiste razón a la primera instancia en haber declarado la improcedencia de la acción de tutela impetrada por la accionante FLOR AMALIA RODRÍGUEZ BALLESTEROS, al considerar que existe una carencia de Derechos Fundamentales vulnerados en el caso objeto de estudio.

Procedencia de la acción de tutela en términos generales. 
Estatuye el artículo 86 de la Carta Política la acción de tutela como mecanismo que tienen las personas para reclamar ante los jueces en todo momento y lugar, por si mismo o por quien actúe en su nombre, a la protección inmediata de sus derechos fundamentales constitucionales cuando estos sean vulnerados o teman que pudieren llegar a ser amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública y el ejercicio de tal derecho debe realizarse dentro de los parámetros de procedencia establecidos en el Decreto 2591 de 1991 y en la jurisprudencia, en acatamiento del concepto previo de legalidad propio de nuestro Estado Social de Derecho,
 pues de no ser así estaríamos en presencia de la arbitrariedad o subjetividad de los funcionarios de turno, que deberá ser calificada por el juez constitucional de acuerdo con los elementos que se configuren  en cada caso.

Esta acción sólo procede cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
Una vez realizada esta introducción, la sala considera antes de abordar el tema sobre el test de procedibilidad, de esta acción de amparo incoada, hacer un breve estudio sobre los siguientes derechos:

Dignidad Humana como Derecho Fundamental.

Sobre el particular la Corte Constitucional ha manifestado, en diferentes decisiones:
“"Es que el concepto de dignidad humana no constituye hoy, en el sistema colombiano, un recurso literario u oratorio, ni un adorno para la exposición jurídica, sino un principio constitucional, elevado al nivel de fundamento del Estado y base del ordenamiento y de la actividad de las autoridades públicas.
 En virtud de la dignidad humana se justifica la consagración de los derechos humanos como elemento esencial de la Constitución Política (art. 1 C.P.) y como factor de consenso entre los Estados, a través de las cláusulas de los tratados públicos sobre la materia (art. 93 C.P.).
La dignidad de la persona se funda en el hecho incontrovertible de que el ser humano es, en cuanto tal, único en relación con los otros seres vivos, dotado de la racionalidad como elemento propio, diferencial y específico, por lo cual excluye que se lo convierta en medio para lograr finalidades estatales o privadas, pues, como lo ha repetido la jurisprudencia, la persona es "un fin en sí misma". Pero, además, tal concepto, acogido por la Constitución, descarta toda actitud despectiva frente a sus necesidades corporales y espirituales, todas las cuales merecen atención en el Estado Social de Derecho, que reconoce en el ser humano la razón de su existencia y la base y justificación del sistema jurídico.
Ese concepto se traduce en la idea, prohijada por la Corte, de que no se garantiza bien ningún derecho de los que la Constitución califica de fundamentales -intrínsecos a la persona- si a un individuo de la especie se lo condena a sobrevivir en condiciones inferiores a las que la naturaleza le señale en cuanto ser humano.”.

Reiteró la Corte Constitucional su posición cuando manifestó:

“Al tenor de lo dispuesto en el artículo 1° de la Constitución Política, Colombia es un Estado social de derecho fundado en el respeto de la dignidad humana. La dignidad, como es sabido, equivale al merecimiento de un trato especial que tiene toda persona por el hecho de ser tal. Equivale, sin más, la facultad que tiene toda persona de exigir de los demás  un trato acorde con su condición humana. De esta manera, la dignidad se erige como un derecho fundamental, de eficacia directa, cuyo reconocimiento general compromete el fundamento político del Estado colombiano.”.

Y como muestra de que la Dignidad Humana es un tema que la Corte Constitucional aborda con un inusitado interés, se pronunciónuevamente en este sentido:

“Como lo ha reconocido en diversas oportunidades la Corte Constitucional el concepto de dignidad humanahttp://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2006/T-917-06.htm - _ftn70“(i) es un principio fundante del ordenamiento jurídico y en este sentido tiene una dimensión axiológica como valor constitucional, (ii) es un principio constitucional y (iii) tiene el carácter de derecho fundamental autónomo.” En el contexto de la dignidad humana como principio y derecho la Corte ha sostenido que la protección de la Carta se refiere a “(i) la autonomía o posibilidad de diseñar un plan vital y de determinarse según sus características (vivir como se quiere), (ii) ciertas condiciones materiales concretas de existencia (vivir bien), (iii) la intangibilidad de los bienes no patrimoniales, integridad física e integridad moral (vivir sin humillaciones).”.

De ahí entonces, resulta pertinente acotar que la Corte Constitucional ha precisado en no pocas oportunidades el carácter fundamental que tiene el derecho a la Dignidad Humana y no se puede desconocer ese carácter con el argumento utilizado por el a quo al decir:“los hechos expuestos por la accionante no se adecua al enlistado de los derechos fundamentales contenidos en la Constitución Nacional.”.

Derecho de los Menores como Derecho Fundamental.

El Art. 44 de la Constitucional Nacional, establece:

“ARTICULO 44. Son derechos fundamentales de los niños: la vida, la integridad física, la salud y la seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, tener una familia y no ser separados de ella, el cuidado y amor, la educación y la cultura, la recreación y la libre expresión de su opinión. Serán protegidos contra toda forma de abandono, violencia física o moral, secuestro, venta, abuso sexual, explotación laboral o económica y trabajos riesgosos. Gozarán también de los demás derechos consagrados en la Constitución, en las leyes y en los tratados internacionales ratificados por Colombia. 

La familia, la sociedad y el Estado tienen la obligación de asistir y proteger al niño para garantizar su desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno de sus derechos. Cualquier persona puede exigir de la autoridad competente su cumplimiento y la sanción de los infractores. 

Los derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás.” 

De fácil compresión es entonces que los temas relacionados con los niños adquieren el carácter de Derechos Fundamentales, por mandato expreso de la Constitución, y por lo tanto tienen la posibilidad de ser exigidos a través de la acción de tutela.

La Corte Constitucional ha realizado una serie de pronunciamientos frente a los Derechos de los Niños,  manifestando:

“Por expreso mandato constitucional (artículo 44) los derechos de los menores prevalecerán sobre los de otros sujetos de derecho en caso de existencia de conflicto de intereses. Esto en virtud del principio pro infans, establecido por la Carta Política, que implica dar prioridad a los intereses de los menores. En caso de existir conflicto entre la protección del derecho de los padres a conformar una familia, educar y formar a sus hijos y los derechos del menor a recibir cuidado, amor, educación y a la libre expresión, consagrados en el artículo 44 de la Carta Política, primarán los intereses del menor.”.

En otro fallo, manifestó:
“…….el menor es destinatario de un trato preferente, en razón a su carácter jurídico de sujeto de especial protección. Lo cual significa que, los menores son titulares de un conjunto de derechos que deben ser valorados de acuerdo con sus circunstancias específicas. Por tanto, el interés superior de niño tiene un contenido de naturaleza real y relacional, criterio que demanda una verificación, y especial atención, de los elementos concretos y específicos que identifican a los menores, a sus familias, y en donde inciden aspectos emotivos, culturales, creencias y sentimientos importantes socialmente.
 5.5 Con base en los anteriores elementos, la jurisprudencia constitucional ha establecido parámetros generales que contribuyen a establecer criterios de análisis para situaciones específicas de menores, en las que se hace necesario, la aplicación del citado principio. En este sentido, se han fijado dos condiciones que deben ser verificadas, desde el punto de vista fáctico y jurídico, que permiten establecer el grado de bienestar del menor y la necesidad de dar aplicación al principio de interés superior. En efecto, (i) desde el punto de vista fáctico  corresponde a“(…) las circunstancias específicas del caso, visto en su totalidad y no atendiendo a aspectos aislados (…),” y (ii) desde el punto de vista jurídico a“(…) los parámetros y criterios establecidos por el ordenamiento jurídico para promover el bienestar infantil (…).”

Con base en lo ya analizado, la Sala Dual Séptima de Decisión de esta Corporación, hace un llamado de atención al Juez Colegiado de Primera Instancia, el cual a lo largo de la Sentencia impugnada, se dedicó reiteradamente a manifestar que los Derechos de los Menores y de la Dignidad Humana no pueden ser reclamados por vía de acción de tutela, al no tener carácter de Derechos Fundamentales; desconociendo todo el desarrollo Jurisprudencial  construido por la Corte Constitucional alrededor de los mismos, como ha quedado evidenciado luego de este breve estudio y el cual sin lugar a dudas los ubica como Derechos Fundamentales, objeto de amparo mediante la acción de tutela.

No cabe duda, entonces, que estamos frente a Derechos Fundamentales, los cuales de ser vulnerados o verse amenazados ameritan su amparo y  conforme a la reseña jurisprudencial deben protegerse sin dilación alguna, por lo tanto es desacertada la decisión de primera instancia, en lo tocante  a declarar la improcedencia de la acción por no haber Derechos Fundamentales a tutelar, por tal motivo en dicho aparte se entrará a revocar la decisión adoptada.

Ahora bien, una vez clarificado por parte de esta Sala Dual de Decisión que nos encontramos frente a Derechos Fundamentales cuando hacemos alusión a los derechos de Dignidad Humana y Derecho de los Menores, se procede a analizar si en el presente caso dichos derechos fueron vulnerados por el DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO PARA LA PROSPERIDAD SOCIAL-UNIDAD PARA LA ATENCION Y REPARACION INTEGRAL A LAS VICTIMAS y deben ser o no amparados, a través del mecanismo Constitucional de la Tutela.

En el presente caso la accionante FLOR AMALIA RODRÍGUEZ BALLESTEROS manifiesta en su petición original que le han sido vulnerados sus Derechos Fundamentales  y el de sus nietos al no habérsele entregado los dineros correspondientes a dos (2) auxilios, los cuales fueron devueltos a la Ciudad de Bogotá, por no haber sido reclamados en tiempo.

En su escrito de IMPUGNACION explica el motivo por el cual no pudo reclamar dichos dineros a tiempo, siendo este el de haber salido de la ciudad al campo a buscar trabajo y no haberse enterado de la posibilidad de retirar dichos dineros en el Banco asignado para tal fin.

A su vez, la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, en su respuesta a la presente acción, manifiesta como a la señora FLOR AMALIA RODRÍGUEZ BALLESTEROS y a su núcleo familiar se le ha beneficiado con una serie de ayudas en diferentes momentos.

En lo que respecta a los auxilios económicos, manifiesta haberle girado dos por un valor de $ 915.000.oo cada uno, los cuales fueron devueltos a la ciudad de Bogotá al no haber sido reclamados por la beneficiaria en tiempo.

Da a conocer en su respuesta, cual es procedimiento implementado por la entidad para que los beneficiarios conozcan de la existencia de dichos dineros en el banco y la posibilidad de presentarse a reclamarlos.

Así las cosas, es claro desde ya que las actuaciones adelantadas por parte de la Entidad contra la que se dirige la acción, no constituyen vulneración alguna a los Derechos Fundamentales de la accionante y de su núcleo familiar.

Se advierte, como la Entidad Pública, cumplió y ha venido cumpliendo con sus obligaciones para con la señora FLOR AMALIA RODRÍGUEZ BALLESTEROS y sus menores nietos, en su calidad de víctimas a raíz del desplazamiento forzado que sufrieron.

En el presente caso, la Accionante no acude a reclamar los dineros asignados por el DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO PARA LA PROSPERIDAD SOCIAL-UNIDAD PARA LA ATENCION Y REPARACION INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS, argumentando que no le fue informado a tiempo, por parte de la Entidad, la posibilidad de acercarse al banco a realizar dicho retiro.

Se vislumbra claramente, que nos encontramos frente a un actuar negligente por parte de la Accionante, al no estar atenta a los medios de notificación que implementó la Entidad para dar a conocer a los beneficiarios cuando se podían acercar al banco a realizar los retiros del dinero asignado.
La Corte Constitucional ha manifestado en relación con este tema:

“Además, guarda coherencia con el principio de que nadie puede alegar a su favor su propia culpa, lo cual conduce a que eventualmente una acción de tutela resulte improcedente cuando los hechos desfavorables los ha generado el mismo interesado, como cuando por ejemplo no es advertida la curia o diligencia exigible en un proceso judicial.
 Es que los derechos deben ejercerse de conformidad con el designio previsto por el Legislador. Pero ese ejercicio, a más de que lleva implícita una garantía en cabeza de su titular, al mismo tiempo comporta un deber y ello, no lo exonera, por tanto, de advertir la diligencia debida para el recto ejercicio de aquél. 
 Así, de antiguo se ha aceptado, además como una regla que constituye la antítesis de la bona fides, la prohibición de pretender aprovecharse del propio error, dolo o de la culpa de quien por su desidia, incuria o abandono resulta afectado.
 Dicha regla, materializada en el aforismo nemo auditur proprian turpitudinem allegans, ha tenido incluso, una incorporación expresa en nuestro ordenamiento sustantivo civil de acuerdo con el postulado general de la “improcedencia por aprovechamiento en culpa y en dolo propio”.

De este último, suele incluirse como ejemplos típicos, el de la persona que celebra un contrato ilícito a sabiendas, o quien pretende reclamar un legado o herencia luego de haberse declarado la indignidad o el desheredamiento y, aún así, pretende suceder al causante.
Recordemos que, nadie puede presentarse a la justicia para pedir protección si ella tiene como fundamento la negligencia, mala fe o dolo que ha cometido.
Así, los Tribunales deben negar toda súplica cuya fuente es la  incuria, el dolo o mala fe en que se ha incurrido, de acuerdo con la máxima nemo auditur suam turpitudniem allegans, pues ello, según advierten los autores es contrario al orden jurídico y al principio que prohíbe abusar de los propios derechos (Art. 95 C.N.).”
.

En otro pronunciamiento manifestó la Corte:
“Como mecanismo residual y subsidiario, la acción de tutela no puede remplazar las figuras procesales destinadas a obtener la satisfacción de sus derechos, ni puede subsanar la incuria o negligencia de las partes en hacer uso de ellas de la manera y dentro de los términos previstos legalmente para ello”.

En el presente caso lo único que se solicitaba de la Accionante era estar atenta a los medios de notificación implementados por la Entidad con el fin de establecer cuando podía acercarse al Banco para hacer el cobro de los dineros asignados, solicitud que no fue tenida en cuenta por la misma.

Es claro entonces, que la Entidad Pública contra la cual se dirige la acción no omitió ejercer sus deberes de protección para con aquellos que soportan la condición de víctimas por el desplazamiento forzado, y en tal sentido no vulneró Derechos Fundamentales de la Accionante debiéndose, entonces, NEGAR el amparo de los mismos.

En mérito de lo expuesto la Sala Séptima Dual Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, administrando justicia en nombre de la República y por autorización de la ley,

RESUELVE
PRIMERO: REVOCAR la decisión de primera instancia en cuanto a la improcedencia de la acción por los motivos ya mencionados en la parte motiva de ésta providencia.

SEGUNDO: NEGAR la solicitud de amparo elevada por la señora FLOR AMALIA RODRÍGUEZ BALLESTEROS al constatar que la Entidad Publica contra la cual se dirige la acción DEPARTAMENTO PARA LA PROSPERIDAD SOCIAL- UNIDAD ADMINSITRATIVA ESPECIAL PARA LA ATENCION Y REPARACIÓN DE LAS VÍCTIMAS, no ha vulnerado los Derechos Fundamentales invocados.

TERCERO: NOTIFICAR a las partes la presente providencia por los medios más expeditos. 

CUARTO:ENVÍESE el proceso a la Corte Constitucional para su eventual Revisión.
COPIESE, COMUNIQUESE, NOTIFIQUESE Y CUMPLASE

HENRY VILLARRAGA OLIVEROS
                          JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO

            MAGISTRADO                       

                VICEPRESIDENTE

YIRA LUCIA OLARTE AVILA

SECRETARIA JUDICIAL

DGM.

Este documento fue creado a partir del original obtenido en el Consejo Superior de la Judicatura.
�Integrada por quien aquí funge como magistrado ponente y el Honorable magistrado Dr. JOSÉ  OVIDIO CLAROS POLANCO. 


�Fl. 1 del c.o


�Fl. 5del c.o


�Fls 9 al 17 del c.o.


�Fls. 18 a 27 del c.o


�Fls 29 a 31 del c.o


�Fls. 32 del c.o


�Fls 9 al 17 del c.o.


�Fl. 2 del c.o


�Fls. 18 a 27 del c.o


�Fls. 29 a 31 del c.o


�  Porque es una de las características propias de un Estado de Derecho, sin desconocer que también es Constitucional, Social y Democrático. 


�Sentencia T-556 de 1998. M.P. José Gregorio Hernández.


�SU-062, de 4 de febrero de 1999.M.P.  Vladimiro Naranjo Mesa


�Sentencia T-917 de 2006. M.P.  Manuel José Cepeda. 


�Sentencia T-881 de 2001. M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra.


�Sentencia T- 1275 de 2008. M.P. Rodrigo Escobar Gil.


�Sentencia T-213 de 2008. M.P. Jaime Araujo Rentería.


� Sentencia T-701. M.P. (e) Rodrigo Uprimny Yepes.





